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Sala Segunda Ndim. de Registro: 71/92
ASUNTO: Amparo promovido por
Excmos. Sres.: don José Rodriguez Séenz.
Don Luis Lépez Guerra SOBRE: Contra la denegacién,
Don Eugenio Diaz Eimil por silencio administrativo,
Don Alvaro Rodriguez Bereijo
Don José Gabaldén Lépez

Don Julio D. Gonzélez Campos

de la peticién de levantamien-
to de la suspensién cautelar
acordada por la Administra-
Don Carles Viver i Pi-Sunyer cién.

Presunta vulneracién de los

arts. 23.2 y 24.2 C.E.

La Sala ha examinado la pieza separada de suspen-
sién del recurso de amparo interpuesto por don José Rodriguez
Séenz.

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito presentado en este Tribunal en fecha 13 de
enero de 1992, don Nicolds Alvarez del Real actuando en nombre
Yy representacién de don José Rodriguez Séenz, interpuso recur-
so de amparo contra la denegacién administrativa, por silencio
administrativo, de su peticién de levantamiento de la medida
cautelar de suspensién de funciones, en su dia acordada por la
autoridad administrativa.

2. La demanda se basa, en sintesis,en los siguientes he-

chos:

a) El recurrente, funcionario del Ayuntamiento de
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Gijén, fue procesado por el Juzgado de Instruccién nim. 2 de
los de Gijén lo que determiné que, por Resolucién de la Alcal-
dia de 31 de octubre de 1989, se le suspendiese preventivamen-
te de sus funciones en tanto durase el procesamiento.

b) La causa penal fue fallada por Sentencia de la
Audiencia Provincial de Oviedo, de 13 de mayo de 1991, conde-
nando al recurrente como autor de un delito de prostitucién a
la pena de ocho meses de prisién menor, sesenta mil pesetas de
multa y seis afios y un dia de inhabilitacién especial para
cualquier acto de gestién o administracién relacionada con ba-
res y establecimientos hoteleros. Esta Sentencia no es firme
por haber sido recurrida por el condenado ante el Tribunal Su-
premo.

c) Una vez recaida Sentencia penal y puesto que la
medida cautelar superaba el tiempo méximo de suspensién que
deberia cumplir en atencién a la pena impuesta, solicité de
la Administracién el levantamiento de la medida cautelar acor-
dada en su dia, y ante la denegacién por silencio administra-
tivo acudié a la jurisdiccién contencioso-administrativa por
el procedimiento previsto en la Ley 62/1978.

d) Por Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Asturias,
de 17 de diciembre de 1991, se desestimé el recurso por enten-
der que la medida cautelar no vulneraba ninguno de los dere-
chos fundamentales invocados (art. 23.2 y 24.2 C.E.) al haber
sido acordada al amparo de lo dispuesto en el art. 24 del Re-
glamento de Régimen Disciplinario de Funcionarios (R.D.
33/1986, 10 de enero de 1986).

3. La Seccién Cuarta (Sala Sequnda) de este Tribunal, me-
diante providencia de 14 de Septiembre de 1992, acordé admitir
a trémite la demanda de amparo.
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4. Mediante providencia de fecha 19 de Noviembre de 1992
se acord6é formar la oportuna pieza separada para tramitar el
incidente de suspensién, concediendo a las partes personadas y
al Ministerio Fiscal un plazo comin de tres dias para que for-
mulasen sus alegaciones sobre la suspensién instada.

5. El recurrente, en su escrito de fecha 27 de Noviembre
de 1992, solicité la suspensién de la Resolucién administrati-
va que denegd el levantamiento de la medida cautelar acordada.
El representante del Excmo. Ayuntamiento de Gijén, mediante
escrito de fecha 26 de noviembre de 1992, se opuso a la sus-
pensién solicitada por entender que la estimacién de la peti-
cién de suspensién implicaria prejuzgar el problema de fondo.
El Abogado del Estado, en su escrito de 27 de noviembre de
1992, se opuso a la suspensidén solicitada por entender que los
intereses generales de la Administracién, consistentes en este
caso en el hecho de que un funcionario que ha sido condenado
por un delito de prostitucién no se incorpore al ejercicio de
su funcién, impiden que se acceda a la suspensién solicitada;
sin que, por contra, la no suspensién entrafie perjucios dis-
tintos de la reintegracién de los haberes econdémicos dejados
de percibir, que por ser de contenido puramente econémico son
resarcibles. El1 Ministerio Fiscal, mediante escrito de fecha
27 de Noviembre de 1992, solicit6 la suspensién por entender
que la medida preventiva acordada ya ha rebasado el tiempo de
la pena definitiva que se le ha impuesto y, por lo tanto, no
debe mantenerse una medida preventiva que nada tiene ya que
prevenir, haciendo permanecer al interesado en una situacién
de suspensién de funciones cuando no se encuentra justifica-

cién juridica alguna para ello.
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IT. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Ante todo, conviene precisar que la Resolucién
impugnada en el presente recurso de amparo, cuya suspensién se
solicita, es la denegacién de la peticién de levantamiento de
la medida cautelar de suspensién provisional de funciones
acordada en su dia por el Ayuntamiento de Gijén. Se impugna,
por tanto, el mantenimiento de la medida cautelar como acto
administrativo distinto de aquél que justificé la adopcién de
tal medida. Por ello, frente a lo sostenido por el Abogado del
Estado y por el Excmo. Ayuntamiento de Gijén, ninguna inciden-
cia tiene en el presente supuesto la legalidad o ilegalidad de
la resolucién administrativa que acordé en su dia la suspen-
8ién cautelar, ni la impugnacién de esta Gltima resolucién es
condicién indispensable para reintegrar al funcionario a su

puesto de trabajo, si se accede a la suspensién solicitada.

2. El1 objeto del presente recurso, y, por tanto, la fina-
lidad que con él1 se persigue, es impedir que se siga mante-
niendo una medida cautelar que ha dejado de cumplir el propé-
sito que la motivé, y cuya persistencia atenta a los derechos
fundamentales del recurrente, fundando esa pretensién en una
apariencia de buen derecho, que debe ponderarse al tiempo de
(ATC

consistente en que el tiempo de suspensién cumplido

decidir la acto
77/1981),

supera sobradamente la pena impuesta por la Sentencia penal

suspensién del objeto de recurso

recaida en el proceso judicial seguido al efecto, y que, al
haber sido apelada tdnicamente por el recurrente, no puede ser

agravada como consecuencia de la prohibicién de reformatio in
peius.

Es evidente, en atencién al objeto del recurso, que el
mantenimiento de la medida cautelar incide directamente en la
vulneracién del derecho fundamental a permanecer en el ejerci-

cio de la funcién piblica (art. 23.2 C.E.) invocado, de modo
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TRIBUNAL que la continuacién de dicha suspensién prolonga en el tiempo
CONSTITUCIONAL

%g;& la infraccién constitucional denunciada, causando al recurren-

te perjucios que trascienden de los meramente econémicos, pues
. se le estd privando, mientras tanto, de la posibilidad de

- ejercer la funcién paGblica con los derechos y prerrogativas
que ello conlleva. Por ello la suspensién se revela, en este
- caso, necesaria para evitar la prolongacién de la vulneracién
constitucional denunciada, todo ello sin perjuicio de la reso-
lucién definitiva que pudiera adoptarse en el presente recur-
so.

Por contra, no se aprecia que el mantenimiento de la sus-
pensién se convierta en una exigencia ineludible si se quiere
evitar la grave perturbacién que para los intereses generales
de la Administracién implica incorporar a su puesto de trabajo
a un funcionario que ha sido penalmente condenado por unos he-
chos que atentan al decoro moral que ha de presidir la conduc-
ta de todo servidor publico; pues si bien es cierto que 1los
funcionarios piblicos en cuanto gestores de intereses ge-
nerales deben cumplir unas ciertas condiciones de "probidad",
esta exigencia no puede desconectarse de la sancién que ante
un eventual incumplimiento de tales deberes pudiera imponerse
al funcionario, pues ni sirve para legitimar la adopcién de
cualesquiera medidas, ni justifica su prolongacién con total
desconexién del tiempo ma&ximo de cumplimiento de la sancién a
imponer o de las garantias y exigencias legalmente estableci-
das en favor del funcionario suspendido.

Por todo lo expuesto la Seccidén acuerda que en
tanto se resuelva el presente recurso de amparo, procede ac-

ceder a la suspensién solicitada, reponiendo al recurrente don

-

; José Rodriguez Séenz en el desempefio de la plaza que venia
Z ejerciendo como funcionario del Excmo. Ayuntamiento de Gijén.
5 |
g Madrid, catorce de diciembre de mil noveciintos
s A

noventa y dos.




